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Desde los inicios de la transición política el colec-
tivo judicial apareció como el menos afectado por la
corrupción de la etapa franquista y ello pese a su tra-
dicional subordinación al poder de la dictadura. Es
más, pese al genérico comportamiento conservador
de la corporación judicial, resultó muy importante la
contribución renovadora de un pequeño núcleo ac-
tivo de jueces progresistas 1

. Sin embargo, el adve-
nimiento del régimen democrático pluralista con la
Constitución de 1978 no ha modificado en lo esen-
cial el modelo del juez-funcionario, jerárquicamente
encuadrado y políticamente sumiso. Estructura que
se remonta formalmente a 1915 al consagrarse en-
tonces el tradicional sometimiento judicial al Minis-
terio de Gracia y Justicia que siempre actuó como
máximo órgano encargado de la disciplina, los nom-
bramientos y, por supuesto, la administración mate-
rial de los tribunales.

Este sistema administrativo de la justicia ha he-
cho que en España los jueces no hayan sido verda-
deros titulares de un auténtico «poder» político in-
dependiente, todo ello sin considerar la crónica in-
suficiencia de medios materiales y personales. El
gran triunfo electoral del PSOE en 1982 no supuso
un vuelco radical de la situación anterior, sino un
continuismo moderado en aras del pragmatismo po-
lítico. En consecuencia, los jueces han tenido bien
poco poder decisorio real a la hora de perseguir y
castigar los abusos en la lucha antiterrorista o anti-
corrupción, con pocas excepciones. Dicho de otro
modo: el peso del ejecutivo sigue siendo excesivo
en el ámbito judicial, ahora incluso reforzado tras la
reciente fusión de los Ministerios de Justicia e Inte-
rior. Por lo demás, aunque los tribunales se han re-
novado de forma apreciable durante los años ochen-
ta, tanto desde el punto de vista del reclutamiento
personal (rejuvenecimiento, feminización, pluralidad
social) como de medios materiales (informática, in-
fraestructura), siguen sin culminar el proyecto cons-
titucional de configurar un genuino poder judicial

En efecto: muchos juzgados están saturados, los
procedimientos suelen ser exasperantemente len-
tos, las resoluciones judiciales distan de ser siem-
pre eficaces, la responsabilidad judicial real es tan

• Comunicación presentada en las Jornadas sobre Justice et
pouvoir politique organizadas por ellnstitut des Hautes sur la Jus-
tice en París, 29 y 30 de septiembre de 1994.

1 A. Doñate, «Los jueces están de moda», Cuatro Semanas y
Le Monde Diplomatique, 2, 17, jun. 1994. R. Tijeras, La revolu-
ción de los jueces, eds. Temás de Hoy, Madrid, 1994.

2 El número de jueces en España -es poco superior a los dos
mil y el presupuesto del Estado dedicado a justicia ha ronado el
1 por 100 durante la década de los ochenta. En todo el siglo vein-
te hasta hoy sólo en tres ocasiones han sido condenados jueces
en activo (1917, 1949 Y 1988). Varios, «La justicia en el banqui-
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sólo teórica, es muy insatisfactorio el modesto al-
cance competencial del Consejo General del Poder
Judicial (CGPJ), no existe una verdadera policía ju-
dicial y no hay forma de poner en práctica el jura-
d02• Por una parte, la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial (LOPJ), pese a sus novedades, ha resultado ser
bastante continuista al confirmar la inspiración fun-
cionarial-administrativa y «no-política» de la activi-
dad judicial. Por otra, mucho más decepcionante es
el balance del CGPJ, el órgano de gobierno de la ju-
dicatura. Tras el sonado conflicto entre éste y las
Cortes Generales por el cambio del modo de elec-
ción de los vocales judiciales -íntegramente parla-
mentario desde 198~ el CGPJ no sólo ha perdido
competencias, sino que ha sufrido una lottizzazione
en la que han intervenido los principales partidos po-
líticos para repartirse sus puestos en proporción a
su fuerza. Es evidente que el predominio de los cri-
terios de lealtad política ha repercutido en la pérdi-
da de protagonismo y de impulso de este órgano
que no responde a ninguna de las características de
tan ambiciosa denominación ya que, en su actua-
ción, se ha conseguido que: «sirva para poco más
que para exhibir una afonía preocupante ante quie-
nes esperamos un cierto ejercicio de exigencia de
la "tutela efectiva de jueces y tribunales" que pro-
clama nuestra Constitución»3.

Con el advenimiento del PSOE al Gobierno cen-
tral en 1982 se ha intensificado el fenómeno de la
«jurisdiccionalización» del conflicto político: la mayo-
ría absoluta parlamentaria desplazó en buena medi-
da la resolución de muchas cuestiones a los jueces.
Al margen del uso obstrucionista que los conserva-
dores de Alianza Popular hicieron del anterior recur-
so previo de inconstitucionalidad ante el Tribunal
Constitucional para bloquear leyes orgánicas impor-
tantes a la hora de concretar el programa socialista
(aborto, educación, sindicatos), ha resultado ser ha-
bitual entre los políticos acudir a los jueces ordina-
rios o amenazar con ello. Se trata de una mera ope-
ración de imagen pues, por una parte, el poder ju-
dicial es «sacralizado» como instancia neutral y, por
otra, resulta casi siempre ineficaz en la práctica por
su lentitud, la dificultad de probar los asuntos y la es-

110»,Temas de nuestra época. El Pafs, VII, 276, 18 febr. 1993 y
varios, «La reforma de la justicia», Temas de nuestra época. El
Pafs, VIII, 312, 17 febr. 1994.

3 M. A. Aparicio, Introducción al sistema polftico y constitucio-
nal español, Ariel, Barcelona, 1989, pág. 135. C. R. Aguilera de
Prat, «Acerca del conflicto de atribuciones entre el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial y las Cortes Generales en materia elec-
toral», Revista Española de Derecho Constitucional n.O19, ene-
ro-abril1987. Asimismo, J. Cortezo y otros, «Modernizar la justi-
cia». El debate sobre el poder judicial, El Pafs, 28 oct. 1984.



casa predisposición de los políticos a colaborar real-
mente con los Tribunales. Recurso, pues, del que
han abusadp algunos dirigentes políticos a fin de
conseguir una legitimación formal en lo inmediato y
una dilatación material del asunto, lo que prueba que
el objetivo de fondo buscado no es la «justicia» sino
el uso oportunista de la misma.

No es casual que durante una década haya sido
de hecho casi imposible formar comisiones parla-
mentarias de investigación, con el supremo argu-
mento polftico legitimador de que la cuestión estaba
sub iudice. Para evitar responsabilidades políticas
nada mejor que remitirse a las dilatadas resolucio-
nes judiciales definitivas (irrecurribles). Por supues-
to, lo que se ganó en tiempo se ha perdido ahora
en credibilidad social y, a la postre, ha resultado in-
sostenible evadir las responsabilidades políticas al
estallar escándalos tan mayúsculos como los de
Roldán y Rubio. Comisiones de ambos casos que,
por cierto, han desautorizado a los políticos que du-
rante años se negaron a formar otras similares para
preservar la «independencia» judicial. La práctica ha
confirmado que es perfectamente posible simulta-
near la investigación judicial y la actuación par-
lamentaria.

En el caso «Banca Catalana», pese a que los in-
dicios delictivos eran notorios, los jueces no encon-
traron motivos suficientes para procesar al presiden-
te de la Generalitat de Catalunya. Desde entonces,
la dificultad de hallar pruebas contundentes y los
pactos subterráneos entre ciertos partidos han va-
ciado de sustancia la «vía judicial» para exigir res-
ponsabilidades. Los ejemplos más claros son los de
«Filesa» y «Casinos de Cataluña» (o el de las «tra-
gaperras» que afecta al PNV) en los que el PSOE
y CiU se devolvieron mutuamente los favores políti-
cos al rechazar tanto en el parlamento central como
en el autonómico la formación de sendas comisio-
nes de investigación de las irregularidades en la fi-
nanciación de los partidos. Por lo demás, la larga e
infructuosa instrucción del juez Barbero en el asun-
to «Filesa» confirma las grandes dificultades a la
hora de poder probar estas cuestiones.

No ha podido ser más reacia la actitud del PSOE
hacia un «poder» que escapa -al menos parcial-
mente- al control político directo. De entrada, mu-
chos jueces progresistas no fueron incorporados al
proceso de modernización judicial y, a continuación,
los primeros conflictos entre el Gobierno central y al-
gunos tribunales aumentaron los recelos. Ya en
1985 el entonces vicepresidente del Gobierno socia-
lista, Alfonso Guerra, señaló sonoramente que
«Montesquieu había muerto hacía mucho tiempo».
Con ocasión del debate de la legislación antiterro-
rista, las torturas, la «seguridad ciudadana» o el uso
de los fondos reservados, la actitud escrupulosa de
muchos jueces se interfirió en la política antigaran-
tista del ejecutivo. Así, algunos destacados dirigen-
tes políticos socialistas, hipervalorando su propio
mecanismo de legitimación representativo, llegaron

4 P. Andrés Ibáñez, «Refrescar la memoria democrática». So-
bre el «caso Linaza". El País, 1 dic. 1990.

5 P. Andrés Ibáñez, «Inmunidades del poder». La cuestión de
los fondos reservados. El País, 29 abril 1989. E. Gimbernat Or-

a tachar a los jueces de «poder incontrolado». In-
cluso hubo quien calificó de «jueces contra la demo-
cracia» a los que propugnaron el fortalecimiento de
las garantías individuales frente a actos del poder
gubernativo encaminados a Iimitarlos en aras de una
opaca y discrecional «razón de Estado».

Especialmente intolerable resultó ser la actitud del
ministro del Interior Barrionuevo en el «caso Lina-
za» 4 dado su descarado obstruccionismo frente a la
juez Huertas ya que, de entrada, aquel se negó a
que policías acusados de torturas acudieran a las
ruedas de identificación judicial por razones de «se-
guridad». Típico caso de abuso de poder por parte
del Gobierno, finalmente desautorizado por la Au-
diencia Provincial de Bilbao (1990). Ex ministro tris-
temente célebre, entre otras cosas, por afirmar que
la tortura ya no se practicaba de forma «sistemáti-
ca» (admitiendo así implícitamente su uso eventual)
y por haber condecorado a guardias civiles conde-
nados judicialmente por torturas (Audiencia Provin-
cial de Guipúzcoa, 1984).

Cuando los jueces quisieron indagar sobre los
«fondos reservados» en la investigación sobre la
banda terrorista GAL en 1989 el Gobierno central se
negó a aclarar tal cuestión amparándose en el se-
creto de Estado. El Gobierno socialista no concibió
como algo normal que un simpl!3 j~ez (en este caso,
el famoso Garzón) tuviera facultades para inv.estigar
asuntos reputados secretos, pese a que la Consti-
tución delegue en los jueces el poder jurisdiccional
del Estado. La Audiencia Nacional acabó claudican-
do ante la imposibilidad de averiguar el uso de los
«fondos reservados» y, ante la colisión de derechos
entre la seguridad del Estado y la investigación del
instructor predominó el primer criterio. Con ello se
puso fin a la exigencia de responsabilidades por el
episodio más grave de terrorismo de Estado desde
la restauración de la democracia en 1977. Aunque
jueces progresistas (Andrés Ibáñez) e incluso mo-
derados (Martín Castán), así como fiscales (Martín
Pallín) criticaron que la Audiencia Nacional ampara-
se tal impunidad, el resultado efectivo fue el archivo
del asunt05.

El último ejemplo clamoroso de la concepción ad-
ministrativa que el Gobierno socialista tiene del po-
der judicial lo ha brindado el ex ministro del Interior
Corcuera, conocido por su infortunada -y parcial-
mente inconstitucional- ley de «seguridad ciudada-
da». Su política se encaminó a reforzar la autono-
mía policial en detrimento del control judicial. A su
juicio, el garantismo significa obstaculizar la lucha
contra el delito. Es más, Corcuera declaró pública-
mente que daría órdenes para que no constasen pú-
blicamente determinadas diligencias policiales en
los atestados, imputó a ciertas resoluciones judicia-
les fines obstruccionistas para la labor policial y, en
el colmo de la ignorancia o mala fe institucional,
cuestionó la legitimidad de los jueces porque no son
elegidos (octubre de 1991)6. Por lo demás, los po-
cos jueces que han decidido intervenir directamente

deig, «Fondos reservados y secreto de Estado». Financiación de
los GAL, El País, 8 jun. 1989.

6 P. Andrés Ibáñez, «Garantías y obstáculos». La polémica ley
sobre la seguridad ciudadana, El País, 8 oct. 1991.
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en política concurriendo a las elecciones no han te-
nido después muchas posibilidades de acción: sien-
do casos diferentes, piénsese en el archivo del
borrador que sobre la eutanasia preparó el senador
Rodríguez-Aguilera o en la sonora ruptura del dipu-
tado Garzón con el Gobierno socialista al año de su
espectacular «fichaje».

En conclusión, la labor del ejecutivo a lo largo de
los años ochenta y principios de los noventa ha mos-
trado una profunda e inquietante desconfianza en
los jueces, retórica oficial a parte, por supuesto? Al-
gunos derechos del artículo 24 de la Constitución
son meras declaraciones de príncipos ya que no hay
verdadero interés político de los diversos gobiernos
en culminar su desarrollo. Las leyes antiterroristas
(1980 y 1984) rompieron el tradicional principio de
territorialidad judicial, centralizando en Madrid el co-
nocimiento de ciertas causas. El Fiscal General del
Estado ha carecido de la autonomía que su estatuto
orgánico le reconoce y, en particular, su ex titular EIi-
gio Hernández -cuyo nombramiento ha resultado
ser, por cierto, ilegal tal como acaba de señalar el
Tribunal Supremo- ha sido la expresión más cla-
morosa de subordinación política. Asimismo el pro-
yecto -de momento en suspenso- de atribuir a los
fiscales la función de instructores no puede ser más

7 J. Garcla Méndez e 1. Montejo recuerdan las criticas del 1y
11Congresos de las ••Gentes del Derecho» en ••Presencias im-
prescindibles». Renovación del Poder Judicial, El Pafs, 8
oct. 1990.
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regresivo y lesivo para las competencias judiciales.
La pasividad del CGPJ y la dramática impotencia del
Tribunal de Cuentas han sido la tónica general, a
salvo del activismo del Tribunal Constitucional. El ju-
rado se ha ido posponiendo sistemáticamente: en
1985 la propia LOPJ establecía el plazo máximo de
un año para crearlo, disposición que se ha revelado
letra muerta. La «contrarreforma» del entonces mi-
nistro de Justicia Ledesma de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal a propósito de la puesta en libertad
de los presos a la espera de juicio fue otra prueba
de la desconfianza política en los jueces. En la cues-
tión de la insumisión militar/civil sólo la sensibilidad
de algunos jueces ha impedido la aplicación de cas-
tigos desproporcionados (sentencia de Calvo Cabe-
llo en el Juzgado de lo Penal n.O4 de Madrid en mar-
zo de 1992).
En definitiva, la opción del PSOE por el ccorden pú-
blico» , en su versión más tradicional y sólo policial
además, ha ido en claro detrimento del garantismo
judicial: algo que ha perjudicado al poder judicial
como tal y, naturalmente, a los destinatarios de tal
política, esto es, todos los ciudadanos. En estas cir-
cunstancias, parece que sólo la defensa más firme
del Estado de Derecho puede ser un valladar frente
a las tendencias expansivas de ejecutivos poco sen-
sibles a los límites del poderB.

8 P. Flores d'Arcais, ccSinistra e legalita», Questione Giustizia,
XII, 2, oct. 1993, págs. 301-320.


